	Fecha
	14 de Marzo de 1960
	Sesión número
	8

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ROSA ZAMORA MATAMOROS Y ANATOLIA UGALDE ULATE

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE ALAJUELA

	Objeto del recurso: Alegan las recurrentes que el Gobernador de la Provincia de Alajuela infringió los artículos 9°, párrafo segundo, 10 y 23 de la Constitución Política, al ejecutar sentencia que ordenó la desocupación, por medio de la fuerza pública, de las casas por ellas habitadas, atribuyéndoles el hecho de servir como casas de lenocinio. Sentencia confirmada por el Ministerio de Gobernación y Policía. Alegan que el Gobernador no puede arrogarse funciones que competen única y exclusivamente al Poder Judicial. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que levantó información acerca de la existencia de casas de lenocinio y de escándalos y demás hechos lesivos de la moral y el orden público. Agotada la misma y comprobados los hechos denunciados, dictó sentencia en virtud de la cual se ordena el cierre de las piezas o cuartos de mancebía, contra las personas arriba citadas, entre otras. Esta sentencia fue confirmada por el Ministro de Gobernación. No existe derecho alguno consagrado en la Constitución Política para el ejercicio de la prostitución.  

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar el recurso. La resolución dictada por el Gobernador fue íntegramente confirmada por el Ministro de Gobernación y Policía. La prevención de desalojo en manera alguna vulnera los artículos 9°, párrafo segundo, 10 y 23 de la Constitución Política por cuanto el Gobernador, con fundamento expreso en textos legales específicos que se citan, - 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales y 206 del Código Sanitario – ha procedido correctamente, sin lesionar los pre aludidos cánones constitucionales, cuyos alcances están referidos a situaciones extrañas a los casos dichos. En recursos similares esta Corte ha resuelto en el propio sentido.


N° 8
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día catorce de marzo de mil novecientos sesenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Quirós, Ramírez, Bejarano, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández y Jiménez.
Artículo V
Se trajo a estudio los recursos de Amparo establecidos por Rosa Zamora Matamoros y Anatolia Ugalde Ulate contra el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, por considerar que dicho funcionario ha infringido los artículos 9°, párrafo segundo, 10 y 23 de la Constitución Política, al ejecutar las órdenes que se dirán.  Alegan las recurrentes: la primera, que ocupa, casa de propiedad del señor Rafael Ángel Ramírez Zúñiga, y la segunda, del señor Pedro Zonta, en la ciudad de Alajuela. Que en información levantada por el señor Gobernador se dictó sentencia que ordenó la desocupación de las casas por ellas habitadas, atribuyéndoles el hecho de servir como casas de lenocinio; que dicha sentencia fue confirmada por el Ministerio de Gobernación y Policía; que ahora, al ejecutar la sentencia, el señor Gobernador ha dispuesto que por medio de la fuerza pública se proceda al desalojamiento o desocupación de las casas que ocupan; que tal medida la califican como violatoria de los artículos constitucionales citados, pues estiman que el señor Gobernador no puede arrogarse funciones que competen única y exclusivamente al Poder Judicial y además las haría perder el derecho de inquilinas, amparado por la Ley de Subsistencias e Inquilinato, que es de orden público y de carácter permanente.- El señor Gobernador, al contestar el informe que le fue solicitado, expuso: “Por queja de numerosos y honorables vecinos de la Ciudad de Alajuela, se ordenó levantar información acerca de la existencia de casas de lenocinio y de escándalos y demás hechos lesivos de la moral y el orden público; y, agotada la misma y comprobados los hechos denunciados, el suscrito dictó sentencia de las catorce horas del nueve de febrero del presente año, en virtud de la cual se ordena el cierre de las piezas o cuartos de mancebía, contra las personas arriba citadas, entre otras. Esta sentencia fue apelada y el Ministro de Gobernación la confirmó totalmente, por resolución número sesenta y uno de las quince horas del veinticinco de febrero último. Las resoluciones mencionadas ordenan el cierre de los referidos cuartos o piezas, en razón de que no existe patente alguna para el ejercicio de la prostitución, cuyo negocio, prohibido por la ley, no es permitido a las autoridades, con su secuela de escándalos y demás alteraciones del orden público, de la tranquilidad y seguridad física y moral de los vecinos, mantenerlo en su ilícito y público desarrollo. No existe, desde luego, ni podría existir, derecho alguno consagrado en la Constitución Política para el ejercicio de la prostitución.  El suscrito Gobernador considera haber actuado, pues, en el cumplimiento de sus deberes, a petición de todo un vecindario, en resguardo de la tranquilidad, de la moral y el orden públicos, - en ejercicio del poder de policía de que está investido, y con base en resolución de su superior, el Ministro de Gobernación. Considera asimismo, en consecuencia, que en manera alguna ha podido infringir los artículos 9, párrafo segundo, y 10 de la Constitución Política, citados por las recurrentes, porque: en cuanto al primero, se trata de una garantía de orden nacional fundamentada en el principio de la organización tripartita de los Poderes del Estado, y en cuanto al segundo, su texto se refiere a las bases establecidas para el recurso de inconstitucionalidad. No se ve, entonces, cómo es posible la infracción de esas reglas fundamentales. Por lo expuesto, muy respetuosamente, solicita se declaren sin lugar los recursos de amparo mencionados…”
Previa deliberación, se dispuso declarar sin lugar los recursos, porque examinados tanto éstos como las respectivas diligencias que los originan, se destacan las siguientes consideraciones: La resolución dictada por el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, fue íntegramente confirmada por su superior, el Ministro de Gobernación y Policía. La prevención de desalojo, dictada en la correspondiente ejecución de sentencia y contra la cual se ha interpuesto el amparo, en manera alguna vulnera los artículos 9°, párrafo segundo, 10 y 23 de la Constitución Política por cuanto el Gobernador, con fundamento expreso en textos legales específicos que se citan, - 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales y 206 del Código Sanitario – ha procedido correctamente, sin lesionar los pre aludidos cánones constitucionales, cuyos alcances están referidos a situaciones extrañas a los casos dichos. En recursos similares esta Corte ha resuelto en el propio sentido.
